RESPUESTA DEL GOBIERNO DE ESPAÑA AL CUESTIONARIO DE LA RELATORA ESPECIAL SOBRE DERECHO HUMANO AL AGUA POTABLE Y AL SANEAMIENTO PARA LA PREPARACIÓN DE SU INFORME ANUAL A LA ASAMBLEA GENERAL DE NACIONES UNIDAS EN 2013.
¿Qué conflictos existen en su país con respecto a los diferentes usos de agua (por ejemplo, agricultura, industria, turismo, entre otros)? ¿Cuáles son los principales desafíos que enfrenta su país en materia de gestión de recursos hídricos y aguas residuales y que impactan negativamente en la realización de los derechos humanos?

Según datos del Ministerio de Agricultura, Alimentación y Medio Ambiente, en 2007 los usos y demandas de agua en España eran los siguientes:

· Regadío: 68,21%

· Producción energética: 13,92%

· Urbano: 13,21%

· Industrial: 4,66%.

Para evitar conflictos y realizar una distribución de los usos adecuada a la disponibilidad de agua, la demanda y los recursos existentes en cada cuenca hidrográfica, la Ley de Aguas (Real Decreto Legislativo 1/2001, de 20 de julio) establece en el artículo 42, al regular el contenido de los planes hidrológicos de cuenca, que éstos deberán incluir obligatoriamente “los usos y demandas existentes con una estimación de las presiones sobre el estado cuantitativo de las aguas…”, así como “los criterios de prioridad y de compatibilidad de usos, así como el orden de preferencia entre los distintos usos y aprovechamientos” y “la asignación y reserva de recursos para usos y demandas actuales y futuros, así como para la conservación y recuperación del medio natural.”

Esta norma es fundamental en el proceso de elaboración de los nuevos planes hidrológicos de las cuencas españolas, que sustituirán a los que están en vigor actualmente, y que se prevé se aprueben a lo largo de 2013. 

Dicho proceso se está realizando con participación pública, a través de los órganos creados al efecto, de los sectores implicados en los usos del agua, con objeto de lograr que dicha planificación sea lo más consensuada posible y para evitar conflictos futuros en los usos del agua. Así lo establece la propia Ley de Aguas en su artículo 41: “Se garantizará, en todo caso, la participación pública en todo el proceso planificador, tanto en las fases de consultas previas como en las de desarrollo y aprobación o revisión del plan.”

En cuanto al principal desafío de España en materia de recursos hídricos y aguas residuales, puede concretarse en garantizar que haya agua en cantidad y calidad suficiente para todos los aprovechamientos, incluida la demanda medioambiental para el mantenimiento de los ecosistemas fluviales. Es el objetivo que impregna tanto la política como la legislación de aguas. No obstante, no existe un problema de impacto negativo de esta política en los derechos humanos.
¿Cómo se han priorizado los diferentes usos de agua en la legislación nacional y las respectivas políticas? ¿Cómo se implementan estas leyes y políticas en la práctica? ¿Existen problemas a la hora de su implementación? En caso afirmativo, por favor, explique cuáles son y qué medidas han sido tomadas para superarlos. 

Tal y como se ha comentado en la pregunta 1, los planes hidrológicos de cuenca son el instrumento normativo de gestión y planificación de cada cuenca hidrográfica. En ellos se identifican los usos y actividades presentes y futuras relacionadas con el agua, en el escenario geográfico que se contempla y se establecen los criterios de prioridad y de compatibilidad de los usos, así como el orden de preferencia entre los distintos usos y aprovechamientos (ver artículos 40 a 43 de la Ley de Aguas)
Complementariamente, el artículo 60 de la Ley de Aguas establece que en las concesiones de aguas se observará el orden de preferencia que se establezca en el plan hidrológico de cuenca correspondiente.  Y a falta de dicho orden de preferencia, se establece el siguiente con carácter general:
· Primero: abastecimiento a la población
· Segundo: regadíos y usos agrarios.
· Tercero: usos industriales para producción de energía eléctrica.
· Cuarto: Otros usos industriales no incluidos en los apartados anteriores.
· Quinto: acuicultura.
· Sexto: usos recreativos.
· Séptimo: navegación y transporte acuático.
· Octavo: otros aprovechamientos.
El artículo 60 también indica que el orden de prioridades que se establezca específicamente en los planes hidrológicos de cuenca, deberá respetar en todo caso la supremacía del uso de abastecimiento a la población.  Y en caso de incompatibilidad de usos, serán preferidas aquéllas de mayor utilidad pública o general, o aquéllas que introduzcan mejoras técnicas que redunden en un menor consumo de agua o en el mantenimiento o mejora de su calidad.
¿Qué estrategias, enfoques y mecanismos guían la gestión de los recursos hídricos y las aguas residuales? ¿Cómo se asegura que las necesidades básicas de toda la población están cubiertas?

La política hidráulica es uno de los pilares del actual Gobierno. El objetivo es garantizar el suministro de agua en calidad y cantidad suficiente, de una matera integral y solidaria en todo el territorio nacional.  En el marco de esta política se contempla alcanzar un Pacto Nacional del Agua cuyos objetivos se materializarían en un nuevo Plan Hidrológico Nacional. 

España cuenta con una amplia legislación en materia de agua, enmarcada en el contexto de la Unión Europea. Es prioridad de este Gobierno cumplir los objetivos y retos planteados en la legislación vigente. 

La política nacional del agua también cuenta con diferentes estrategias. Por poner varios ejemplos, el “Plan Nacional de Calidad de las Aguas: Saneamiento y Depuración 2007-2015”, se aprobó para planificar la ejecución de las infraestructuras de saneamiento y depuración, dando continuidad al “Primer Plan de Saneamiento y  Depuración, 1995-2005”. Un segundo ejemplo es el “Programa de Educación y Voluntariado en Ríos”, para impulsar el fomento y la mejora de la educación y formación de la población respecto al uso racional del agua y al incremento de conocimiento de los ecosistemas acuáticos.
¿Cómo asegura su Gobierno transparencia, acceso a la información y participación en la toma de decisiones relacionadas con la gestión de recursos hídricos y aguas residuales?

En el caso de España, la transparencia en materia de gestión de recursos hídricos no se ha limitado sólo al acceso a la información por parte de los ciudadanos, sino que ha tratado de facilitar la parti​cipación de los ciudadanos y de garantizar la responsabilidad por parte de los gestores públicos.
El avance en transparencia de las administraciones públicas en la última dé​cada ha sido elevado, aunque aún queden aspectos por mejorar. En este avance la adminis​tración del agua ha sido punta de lanza, y ello por cuatro motivos principales: 
· La tradición participativa existente desde la creación de las Confederaciones Sindicales Hidrográficas a partir de 1926, manifestada en la participación en sus órganos colegiados. Los usuarios toman parte en las decisiones, incluso en las presupuestarias o en las de elaboración de cánones y tarifas, con su presen​cia en la Junta de Gobierno o Juntas de Explotación. Ningún otro usuario de un servicio público cuenta con este nivel de participación democrática. 
· El carácter medioambiental de la información generada por la administra​ción del agua, que la hace estar sujeta a toda la legislación de acceso a la infor​mación y participación en materia de medio ambiente, en particular a la Ley 27/2006 de 18 de julio, por la que se regulan los derechos de acceso a la información, de participación pública y de acceso a la justicia en materia de medio ambiente (que incorpora las Directivas europeas 2003/4/CE y 2003/35/CE),y el artículo 15 del Texto Refundido de la Ley de Aguas. 
· El carácter controvertido de ciertas actuaciones hidráulicas, el cuestiona​miento social de algunas de ellas, el debate público constante sobre las grandes cuestiones de carácter hídrico nacional y las diferencias regionales, motivan a su vez una mayor demanda social de información y participación. 
· La Directiva Marco del Agua (Directiva 2000/60/CE) profundiza en la trans​parencia, incidiendo en la información a todos los ciudadanos y la participa​ción activa. Todos estos motivos han contribuido a que la transparencia en el ámbito ad​ministrativo de la gestión del agua sea mucho mayor en comparación con otros ámbitos sectoriales.

El ejercicio de transparencia ha sido facilitado enormemente en los últimos años por los medios electrónicos para difundir la información.
Debe mencionarse también el órgano asesor en materia de agua con el que cuenta el Gobierno: el Consejo Nacional del Agua, en el que están representados la Administración General del Estado, las Comunidades Autónomas, los entes locales, los organismos de cuenca, las organizaciones profesionales y económicas relacionadas con los distintos usos del agua, las organizaciones sindicales y empresariales y las entidades sin ánimo de lucro estatales (artículo 19 de la Ley de Aguas). Es un órgano de asesoramiento y de participación pública. Sus informes son preceptivos (de emisión obligatoria) en las materias que determina la ley, y son tenidos en cuenta.

Este órgano, entre otras funciones, informa de forma obligatoria el proyecto de Plan Hidrológico Nacional, así como los planes hidrológicos de cuenca, antes de su aprobación por el Gobierno para su remisión a las Cortes. También informa obligatoriamente sobre los planes y proyectos de las normas nacionales relativas a la protección de las aguas y la ordenación del dominio público hidráulico (artículo 20 de la Ley de Aguas).
En opinión de su Gobierno, ¿cómo debería reflejarse la cuestión de la gestión de recursos hídricos y las aguas residuales en  los Objetivos de Desarrollo Sostenible y el marco de desarrollo post-2015?

Tal y como recoge el documento “El futuro que queremos”, resultado de la Conferencia de las Naciones Unidas sobre el Desarrollo Sostenible, que tuvo lugar en Río de Janeiro, en junio de 2012, los objetivos de desarrollo sostenible deben basarse en el Programa 21 y el Plan de Aplicación de Johannesburgo, y ser coherentes con la agenda de las Naciones Unidas para el desarrollo con posterioridad a 2015.  
Asimismo, el documento “El futuro que queremos” indica que los objetivos de desarrollo sostenible deben estar orientados a la acción, ser concisos y fáciles de comunicar, limitados en su número y ambiciosos, tener un carácter global y ser universalmente aplicables a todos los países, teniendo en cuenta las diferentes realidades.
Teniendo en cuenta este marco de actuación, el grupo de trabajo que se forme para formular los objetivos de desarrollo sostenible deberá incluir los recursos hídricos como una de las materias a tratar. Asimismo, debe partirse de los Objetivos de Desarrollo del Milenio y del progreso logrado hasta ahora para impulsar dicho trabajo, pero teniendo en cuenta que deben formularse objetivos asumibles y realistas.
El recién aprobado IV Plan Director de la Cooperación Española 2013-2016 define el derecho al agua y el saneamiento como elemento estratégico en las políticas de cooperación para el desarrollo, considerándolo básico para el cumplimiento de varios ODM y demás derechos humanos relacionados con la salud, la educación, la seguridad alimentaria, la agricultura, la energía, y, por lo tanto, en el desarrollo humano y productivo de un país. 
Se considera por ello un sector con carácter multisectorial, fundamental para el desarrollo en general. España considera por tanto que el agua y el saneamiento debieran ser incluidos como Objetivo de Desarrollo Sostenible (ODS).
Asimismo, y en consonancia con la UE, consideramos que cada ODS debiera integrar, dentro de lo posible, los tres componentes del desarrollo sostenible (social, económico y medioambiental), requisito que el agua y el saneamiento básico cumple como área. El Plan Director de la Cooperación Española 2013-2016 establece como puntos de entrada para esta área su acceso universal, la gobernanza y la gestión integrada de los recursos hídricos. 
En este sentido, el agua y la gestión integrada de los recursos hídricos son claves en la consecución de una economía verde. En aras de su progresiva realización, consideramos que el nexo agua-energía-seguridad alimentaria debiera recibir especial consideración en la configuración de los objetivos de desarrollo sostenibles.
Una de las mayores apuestas de la Cooperación Española en los últimos años ha sido el Fondo de Cooperación para el Agua y el Saneamiento (FCAS). Financia proyectos en agua potable, alcantarillado, tratamiento de aguas residuales, drenaje de aguas pluviales urbanas, gestión de recursos hídricos, gestión de recursos sólidos (cuando contribuyan a la sostenibilidad de las inversiones en agua y saneamiento), y eficiencia y gestión operativa. 
En esta misma línea, recientemente España ha prestado su apoyo a la sede de la Secretaría de la Global Water Operators’ Partnerships Alliance (GWOPA) en Barcelona, un Programa de ONU-Habitat de asociación global de empresas proveedoras de servicios de agua y saneamiento.
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